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CONVENCION 

Prevención y castigo de los delitos contra personas internacionalmente protegidas, in- 
cluidos los agentes diplomáticos. 

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, ha 
acordado, de conformidad con lo dispuesto en el vigente 
Reglamento, el envío a la Comisión de Asuntos Exterio- 
res y la publicación en el BoLETiN OFICIAL DE LAS CORTES 
GENERALES de  la Convención sobre la prevención y el 
castigo de los delitos contra personas internacionalmente 
protegidas, incluidos los agentes diplomáticos, hecha en 
Nueva York el 14 de diciembre de 1973, el cual ha sido 
remitido por el Gobierno, de conformidad con lo dispues- 
to en el artículo 94.1 de la Constitución, a efectos de  que 
las Cortes Generales otorguen la autorización previa a la 
prestación del consentimiento del Estado. 

Los señores Diputados y los Grupos Parlamentarios 
disponen de un plazo de quince días hábiles que expira el 
2 de  abril para presentar propuestas, que tendrán la con- 
sideración de enmiendas a la totalidad o de enmiendas al 
articulado conforme al artículo 156 del Reglamento, a la 
citada Convención, cuyo texto se inserta a continuación. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica- 
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento 
de la Cámara. 

Palacio del Congreso de  los Diputado 7 de marzo de 
1984.-P. D. El Secretario General del Congreso de  los 
Diputados.-Luis María Cazorla Prieto. 

CONVENCION SOBRE LA PREVENCION Y EL CASTI- 
GO DE DELITOS CONTRA PERSONAS INTERNACIO- 

TES DIPLOMATICOS 
NALMENTE PROTEGIDAS, INCLUSIVE LOS AGEN- 

Los Estados partes en la presente Convención. 
Teniendo en cuenta los propósitos y principios de la 

Carta de las Naciones Unidas relativos al mantenimiento 
de la paz internacional y al fomento de las relaciones de 
amistad y cooperación entre los Estados, 

Considerando que los delitos contra los agentes diplo- 
máticos y otras personas internacionalmente protegidas 
al poner en peligro la seguridad de esas personas crean 
una seria amenaza para el mantenimiento de relaciones 
internacionales normales, que son necesarias para la 
cooperación entre los Estados, 

Estimando que la comisión de  esos delitos es motivo 
de grave preocupación para la comunidad internacional, 

Convencidos de que existe una necesidad urgente de 
adoptar medidas apropiadas y eficaces para la preven- 
ción y el castigo de esos delitos, 

Han convenido en lo siguiente: 

Artículo 1.’’ 

Para los efectos de la presente Convención: 

1 .  Se entiende por ((persona internacionalmente pro- 
tegida )) : 

a) Un Jefe de Estado, incluso cada uno de los miem- 
bros de un órgano colegiado cuando, de conformidad con 
la constitución respectiva, cumpla las funciones de Jefe 
de Estado, un Jefe de Gobierno o un Ministro de Relacio- 
nes Exteriores, siempre que tal persona se encuentre en 
un Estado extranjero, así como los miembros de su fami- 
lia que lo acompañen. 

b) Cualquier representante, funcionario o personali- 
dad oficial de un Estado o cualquier funcionario, perso- 
nalidad oficial u otro agente de una organización inter- 
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gubernamental que, en el momento y en el lugar en que 
se cometa un delito contra él, sus locales oficiales, su 
residencia particular o sus medios de transporte, tenga 
derecho, conforme al derecho internacional, a una pro- 
tecci6n especial contra todo atentado a su persona, liber- 
tad o dignidad, así como los miembros de su familia que 
formen parte de su casa. 

2 .  Se entiende por apresunto culpable. la persona 
respecto de quien existan suficientes elementos de prue- 
ba para determinar rprima faciem que ha cometido o 
participado en uno o más de los delitos previstos en el 
artículo 2.0 

Artículo 2: 

1. Serán calificados por cada Estado parte como deli- 
tos en su legislaci6n interna, cuando se realicen intencio- 
nalmente: 

a) La comisidn de un homicidio, secuestro u otro 
atentado contra la integridad física o la libertad de una 
persona internacionalmente protegida. 

b) La comisi6n de un atentado violento contra los lo- 
cales oficiales, la residencia particular o los medios de 
transporte de una persona internacionalmente protegida 
quepueda poner en peligro su integridad ftsica o su li- 
bertad. 

c) La amenaza de cometer tal atentado. 
d) La tentativa de cometer tal atentado, y 
e) La complicidad en tal atentado. 

2 .  Cada Estado parte hará que esos delitos sean casti- 
gados con penas adecuadas que tengan en cuenta el ca- 
rácter grave de los mismos. 

3. Los dos párrafos que anteceden no afectan en for- 
ma alguna las obligaciones que tienen los Estados partes, 
en virtud del derecho internacional, de adoptar todas las 
medidas adecuadas para prevenir otros atentados contra 
la persona, libertad o dignidad de una persona interna- 
cionalmente protegida. 

Arttculo 3.' 

1. Cada Estado parte dispondrá lo que sea necesario 
para instituir su jurisdicci6n sobre los delitos previstos 
en el párrafo 1 del artículo 2: en los siguientes casos: 

a) Cuando el delito se haya cometido en el territorio 
de ese Bstado o a bordo de un buque o aeronave matricu- 
lado en ese Estado. 

b) Cuando el presunto culpable sea nacional de ese 
Estado. 

c) Cuando el delito se haya cometido contra una per- 
sona internacionalmente protegida, según se define en el 
artículo 1 :, que disfrute de esa condici6n en virtud de las 
funciones que ejerza en nombre de dicho Estado. 

2 .  Asimismo, cada Estado parte dispondrá lo que sea 
necesario para instituir su jurisdicción sobre esos delitos 
en el caso de que el presunto culpable se encuentre en su 
territorio y de que dicho Estado no conceda su extradic- 
ci6n conforme al artículo 8." a ninguno de los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 

3. La presente Convenci6n no excluirá ninguna juris- 
dicci6n penal ejercida de conformidad con la legislaci6n 
nacional. 

Artículo 4: 

Los Estados partes cooperarán en la prevención de los 
delitos previstos en el artículo 2.0, en particular: 

a) Adoptando todas las medidas factibles a fin de im- 
pedir que se prepare en sus respectivos territorios la co- 
misi6n de tales delitos tanto dentro como fuera de su 
territorio. 

b) Intercambiando informaci6n y coordinando la 
adopción de medidas administrativas y de otra tndole, 
según convenga, para impedir que se cometan esos deli- 
tos. 

Arttculo 5: 

1. El Estado parte en el que haya tenido lugar la CO- 

misi6n de cualquiera de los delitos previstos en el artícu- 
lo 2:. cuando tenga razones para creer que el presunto 
culpable ha huido de su territorio, deberá comunicar a 
los demás Estados interesados, directamente o a través 
del Secretario General de las Naciones Unidas, todos los 
hechos pertinentes relativos al delito cometido y todos 
los datos de que disponga acerca de la identidad del pre- 
sunto culpable. 

2 .  Cuando se haya cometido contra una persona in- 
ternacionalmente protegida cualquiera de los delitos pre- 
vistos en el artículo 2.", todo Estado parte que disponga 
de información acerca de la víctima y las circunstancias 
del delito se esforzará por proporcionarla en las condi- 
ciones previstas por su legislaci6n interna, en forma 
completa y oportuna, al Estado parte en cuyo nombre 
esa persona ejercía sus funciones. 

Artículo 6: 

1. Si considera que las circunstancias lo justifican, el 
Estado parte en cuyo territorio se encuentre el presunto 
culpable adoptará las medidas adecuadas Conforme a su 
legislaci6n interna para asegurar su presencia a los fines 
de su proceso o extradicción. Tales medidas serán notifi- 
cadas sin demora, directamente0 a través del Secretario 
General de las Naciones Unidas: 

a) al Estado en cuyo territorio se haya cometido el 
delito; 
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b) al Estado o los Estados de que sea nacional el pre- 
sunto culpable o, si éste es apátrida, al Estado en cuyo 
territorio resida permanentemente; 

c) al Estado o los Estados de que sea nacional la per- 
sona internacionalmente protegida de que se trate o en 
cuyo nombre ejercía sus funciones; 

d) a todos los demás Estados interesados, y 
e) a la organización intergubernamental de la que sea 

funcionario, personalidad oficial o agente, la persona in- 
ternacionalmente protegida de que se trate. 

2. Toda persona respecto de la cual se adopten las 
medidas mencionadas en el párrafo 1 de este artículo 
tendrá derecho: 

a) a ponerse sin demora en comunicación con el repre- 
sentante competente más próximo del Estado del que sea 
nacional o al que competa por otras razones la protec- 
ción de sus derechos o, si se trata de una persona apátri- 
da, del Estado que la misma solicite y que esté dispuesto 
a proteger sus derechos, y 

b) a ser',visitada ,por\un\representantejde\, ese 'Esta- 
do. 

Artículo 7." 

El Estado parte en cuyo territorio se encuentre el pre- 
sunto culpable, de no proceder a su extradicción, somete- 
rá el asunto, sin ninguna excepción ni demora justifica- 
da, a sus autoridades competentes para el ejercicio de la 
acción penal, según el procedimiento previsto en la legis- 
lación de ese Estado. 

Artículo 8.0 

1. En la medida en que los delitos previstos en el 
artículo 2." no estén enumerados entre los casos de extra- 
dicción en tratados de extradicción vigentes entre los Es- 
tados partes, se considerarán incluidos como tales en 
esos tratados. Los Estados partes se comprometen a in- 
cluir esos delitos como casos de extradicción en todo tra- 
tado de extradicción que celebren entre sí en lo sucesivo. 

Si un Estado parte que subordine la extradicción a 
la existencia de un tratado recibe una demanda de extra- 
dicción de otro Estado parte con el que no tiene tratado 
de extradición podrá, si decide concederla, considerar la 
presente convención como la base jurídica necesaria pa- 
ra la extradicción en lo que respecta a esos delitos. La 
extradicción estará sujeta a las dispckiciones de procedi- 
miento y a las demás condiciones de la legislación del 
Estado requerido. 

Los Estados partes que no subordinen la extradi- 
ción a la existencia de un tratado reconocerán esos deli- 
tos como casos de extradición entre ellos con sujeción a 
las disposiciones de procedimiento y a las demás condi- 
ciones de la legislación del Estado requerido. 

4.  A los fines de la extradición entre Estados partes, 

2.  

3. 

se considerará que los delitos se han cometido, no sola- 
mente en el lugar donde ocurrieron, sino también en el 
territorio de los Estados obligados a establecer su juris- 
dicción de acuerdo con el párrafo 1 del artículo 3: 

Artículo 9." 

Toda persona respecto de la cual se sustancie un proce- 
dimiento en relación con uno de los delitos previstos en 
el artículo 2." gozará de las garantías de un trato equita- 
tivo en todas las fases del procedimiento. 

Artículo 10 

1. Los Estados partes se prestarán la mayor ayuda 
posible en lo que respecta a todo procedimiento penal 
relativo a los delitos previstos en el artículo 2:, inclusive 
el suministro de todas las pruebas necesarias para el pro- 
ceso que obren en su poder. 

2. Las disposiciones del párrafo 1 del presente artícu- 
lo no afectarán a las obligaciones de ayuda judicial mu- 
tua estipuladas en cualquier otro tratado. 

Artículo 11 

El Estado parte en el que se entable una acción penal 
contra el presunto culpable del delito comunicará el re- 
sultado final de esa acción al Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien transmitirá la información a los 
demás Estados partes. 

Artículo 12 

Las disposiciones de esta Convención no afectarán a la 
aplicación de los Tratados sobre Asilo, vigentes en la fe- 
cha de la adopción de esta Convención, en lo que concier- 
ne a los Estados que son partes de esos Tratados; pero un 
Estado parte de esta Convención no podrá invocar esos 
Tratados con respecto de otro Estado parte de esta Con- 
vención que no es parte de esos Tratados. 

Artículo 13 

1. Toda controversia que surja entre dos o más Esta- 
dos partes con' respecto a la interpretación o aplicación 
de la presente Convención que no se solucione mediante 
negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno 
de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de 
la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las 
partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma 
del mismo, cualquiera de las partes podrá someter la 
controversia a la Corte Internacional de Justicia, me- 
diante una solicitud presentada de conformidad con el 
Estatuto de la Corte. 
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2. Todo Estado parte, en el momento de la firma o 
ratificación de la presente Convención o de su adhesión a 
la misma, podrá declarar que no se considera obligado 
por el párrafo anterior. Los demás Estados partes no es- 
tarán obligados por el párrafo anterior ante ningún Esta- 
do parte que haya formulado esa reserva. 

3. Todo Estado parte que haya formulado la reserva 
prevista en el párrafo anterior podrá retirarla en cual- 
quier momento notificándole al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

Artículo 14 

La presente Convención estará abierta a la firma de 
todos los Estados hasta el 31 de diciembre de 1974, en la 
Sede de las Naciones Unidas en Nueva York. 

Artículo 15 

La presente Convención estará sujeta a ratificación. 
Los instrumentos de ratificación serán depositados en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 16 

La presente Convención estará abierta a la adhesión de 
cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión serán 
depositados en poder del Secretario General de las Na- 
ciones Unidas. 

Artículo 17 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigési- 
mo día a partir de la fecha de depósito del vigésimo 
segundo instrumento de ratificación o adhesión en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Para cada uno de los Estados que ratifiquen la 
Convención o se adhieran a ella después del depósito del 
vigésimo segundo instrumento de ratificación o adhe- 
sión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que dicho Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación o adhesión. 

2. 

Artículo 18 

1. Todo Estado parte podrá denunciar la presente 
Convenci6n mediante notificaci6n por escrito dirigida al 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

2. La denuncia surtirá efecto seis meses después de la 
fecha en que el Secretario General de las Naciones Uni- 
das reciba la notificación. 

Artículo 19 

El Secretario General de las Naciones Unidas comuni- 
cará a todos los Estados, entre otras cosas: 

a) Las firmas de la presente Convención y el depósito 
de instrumentos de ratificación o adhesión de conformi- 
dad con los artfculos 14, 15 y 16, y las notificaciones 
hechas en virtud del articulo 18. 

b) La fecha en que la presente Convención entre en 
vigor de conformidad con el articulo 17. 

Artículo 20 

El original de la presente Convención, cuyos textos chi- 
no, español, francés, inglés y ruso son igualmente autén- 
ticos, será depositado en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas, quien enviará copias certificadas de 
él a todos los Estados. 

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente 
autorizados para ello por sus respectivos Gobiernos, han 
firmado la presente Convención, abierta a la firma en 
Nueva York el 14 de diciembre de 1973. 

CONVENCION SOBRE LA PREVENCION Y EL CASTI- 
GO DE DELITOS CONTRA PERSONAS INTERNACIO- 
NALMENTE PROTEGIDAS, INCLUSIVE LOS AGEN- 

TES DIPLOMATICOS (Nueva York, 14-12-1973) 

ESTADOS PARTES 

Aleniania, Rep. Fed. 
Argentina 
Australia 
Austria 
Barbados 
Bulgaria 
Burundi 
Canadá 
Costa Rica 
Checoslovaquia 
Chile 
Chipre 
Dinamarca 
Ecuador 
El Salvador 
Estados Unidos 
Filipinas 
Finlandia 
Gabón 
Ghana 
Guatemala 
Haití 
Hungría 
India 
Irán 
irak 
Islandia 

de 25 enero 1977 (R) 
18 marzo 1982 (Ad.) 
20 junio 1977 (R) 

3 agosto 1977 (Ad.) 
26 octubre 1979 (Ad.) 
18 julio 1974 (R) 
17 diciembre 1980 (Ad.) 
4 agosto 1976 (R) 
2 noviembre 1977 (Ad.) 

30 junio 1975 (R) 
21 enero 1977 (Ad.) 
24 diciembre 1975 (Ad). 

1 julio 1975 (R) 
12 marzo 1975 (Ad.) 
8 agosto 1980 (Ad.) 

26 octubre 1976 (R) 
26 noviembre 1976 (Ad.) 
31 octubre 1978 (R) 
14 octubre 1981 (Ad.) 
25 abril 1975 (Ad.) 
18 enero 1983 (R) 
25 agosto 1980 (Ad.) 
26 marzo 1975 (R) 
11 abril 1978 (Ad.) 
12 julio 1978 (Ad.) 
28 febrero 1978 (Ad.) 

2 agosto 1977 (R) 
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ESTADOS PARTES 

ísrael 
Jamaica 
Liberia 
Malawi 
México 
Mongolia 
Nicaragua 
Noruega 
Pakistán 
Panamá 
Paraguay 
Perú 
Polonia 
Reino Unido 
República de Corea 
Rep. Dem. Alemana 

ESTADOS PARTES 

31 julio 1980 (Ad.) 
21 septiembre 1978 (Ad.) 
30 septiembre 1975 (Ad.) 
14 marzo 1977 (Ad.) 
22 abril 1980 (Ad.) 
8 agosto 1975 (R) 

10 marzo 1975 (R) 
28 abril 1980 (R) 
29 marzo 1976 (Ad.) 
17 junio 1980 (Ad.) 
24 noviembre 1975 (R) 
25 abril 1978 (Ad.) 
14 diciembre 1982 (R) 
2 mayo 1979 (R) 

25 mayo 1983 (Ad.) 
30 noviembre 1976 (R) 

Rep. Dominicana 
Rep. Pop. Dem. de Corea 
Rep. S. S.  de Bielorrusia 
Rep. S. S .  de Ucrania 
Rumania 
Rwuanda 
Seichelles 
Suecia 
Togo 
Trinidad y Tobago 
Túnez 
Turquía 
URSS 
Uruguay 
Yugoslavia 
Zaire 

8 julio 1977 (Ad.) 
1 diciembre 1982 (Ad.) 
5 febrero 1976 (R) 

20 enero 1976 (R) 
15 agosto 1978 (R) 
29 noviembre 1977 (R) 
29 mayo 1980 (Ad). 

1 julio 1975 (R) 
30 diciembre 1980 (Ad.) 
15 junio 1979 (Ad.) 
21 enero 1977 (R) 
11 junio 1981 (Ad.) 
15 enero 1976 (R) 
13 junio 1978 (Ad.) 
29 diciembre 1976 (R) 
25 julio 1977 (Ad.) 
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